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Por la Directora General del Instituto Social de la Marina, Entidad Gestora de la Seguridad 

Social, se dirige escrito a esta Junta Consultiva de Contratación Administrativa del siguiente 

tenor literal: 

«En informe 68/96, de 18 de Diciembre, esa Junta Consultiva abordaba la 
naturaleza jurídica de los contratos que tienen por objeto actividades 
docentes, concluyendo, esencialmente, en que los mismos constituían uno 
de los supuestos, quizá el único, de contratos de trabajos específicos y 
concretos no habituales a que se refería el artículo 197.4 de la entonces 
vigente Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 

En el transcurso del año 1999, la Dirección Provincial de este Instituto en 
Gijón tramitó expediente para contratar la impartición de un curso de patrón 
local de pesca, incluido en el plan de formación ocupacional marítima de la 
Entidad, por un importe total de 425.678,-ptas. 

La naturaleza jurídica otorgada al indicado contrato fue la de servicios, y la 
tramitación efectuada para la aprobación del correspondiente gasto se 
acomodó a la figura de contrato menor, conforme a lo previsto en el artículo 
202 de la Ley 13/1995, de 18 de Mayo, en relación con el artículo 57 del 
mismo texto legal. 

Efectuada la prestación objeto del contrato, el expediente se ha visto 
paralizado en sus fases posteriores, ante el reparo formulado por la 
Intervención General de la Seguridad Social, en el que, invocando el informe 
de esa Junta Consultiva referenciado anteriormente, manifiesta su 
disconformidad con la naturaleza jurídica otorgada por el Organo de 
Contratación al contrato que nos ocupa, y consecuentemente, con la 
tramitación llevada acabo para su aprobación, toda vez que la figura del 



 

 

  

 

   
  

   
   

  
   

 
 

 

 
  

    
 
 

 
  

contrato de trabajos específicos y concretos no habituales de la 
Administración, cuya conceptuación defiende, no puede ser tramitado 
conforme a las previsiones que, para el contrato menor, prevé el artículo 57 
de la referida Ley de Contratos. 

Esta Dirección General no ignora que, tras la entrada en vigor de la Ley 
53/1999, y posteriormente, del Texto refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, cualquier discusión al efecto carece de sentido, al 
haber desaparecido la figura del contrato de trabajos específicos y concretos 
no habituales de la Administración. 

Sin embargo, con objeto de dar adecuada respuesta a la tramitación del 
expediente que nos ocupa, se eleva la oportuna consulta a esa Junta 
Consultiva, con la argumentación que a continuación se expone. 

Si bien es cierto que, tal y como se refleja en el informe invocado, las  
actividades docentes  debían de calificarse comúnmente como contratos de  
trabajos específicos y concretos, no lo es  menos que, por  definición, y de  
acuerdo con las previsiones contenidas en el entonces vigente artículo  
197.4. de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, los referidos  
contratos habían de ser no habituales, y celebrarse  excepcionalmente por  la  
Administración cuando su objeto no pudiera ser atendido por  la labor  
ordinaria de los Organos  administrativos. Parece, pues, razonable, pensar  
que una de las  características propias y definitorias  de estos contratos es  la 
excepcionalidad, la no habitualidad. 

De conformidad con el Real Decreto 1414/81, de 3 de Julio, constituye una 
de las competencias propias del Instituto Social de la Marina la formación y 
promoción profesional de los trabajadores del mar, y en este ámbito se 
encuadra, como actividad que justifica una de sus propias razones de ser, la 
impartición del curso que nos ocupa. 

El carácter excepcional y no habitual, por lo tanto, que un curso de estas 
características puede tener en el ámbito general de la Administración, no es 
sin embargo extrapolable a esta Entidad, dentro de cuya actividad ordinaria 
se incluye, bien al contrario de forma habitual, la contratación de cursos de 
esta naturaleza en orden a la ejecución de las competencias que le son 
propias. 

Por tal motivo, pudiera en efecto discutirse que la naturaleza otorgada al 
reiterado contrato fuera errónea, en la medida en que parece más adecuada 



 

 

 
 

 
   

 

 
 
 

 

la figura del contrato de consultoría y asistencia, en que predominan las 
prestaciones de carácter intelectual, que la de servicios, pero descartando en 
uno y otro caso la figura del contrato de trabajos específicos y no habituales, 
por no cumplirse uno de los requisitos propios de los mismos. 

Interpretación no obstante que se somete al criterio de esa Junta Consultiva, 
y que se concreta en la siguiente consulta: 

¿En el ámbito del Instituto Social de la Marina, en cuyas competencias se 
integra la formación y promoción profesional de los Trabajadores del Mar, 
qué naturaleza jurídica ha de otorgarse aun contrato celebrado en el 
Ejercicio de 1999 para la impartición de un curso de patrón local de pesca, 
celebrado en locales propios de la empresa adjudicataria?.» 
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1. Como se reconoce y expresamente se cita en el escrito de consulta el informe de esta 

Junta Consultiva de 18 de diciembre de 1996 (expediente 68/96) abordaba la cuestión de la 

naturaleza jurídica de los contratos de actividades docentes o relacionadas con la docencia y 

después de razonar que los contratos para la elaboración de proyectos y dirección de obras 

debían conceptuarse como contratos de consultoría y asistencia por la doble razón de estar 

mencionados en el artículo 197.2 de la Ley y el carácter residual del contrato de trabajos 

específicos y concretos no habituales, remitiéndose a sus anteriores informes de 24 de 

octubre de 1995 (expedientes 25/95 y 38/95) incluía el siguiente razonamiento específico: 

"En el presente caso, sin embargo, al tratarse de actividades docentes o 
relacionadas con la docencia, debe mantenerse solución contraria, es decir, 
que se trata de contratos de trabajos específicos y concretos no habituales 
por no estar mencionados expresamente ni encajar de manera clara en los 
distintos conceptos de contratos de consultoría y asistencia y de servicios 
que se incluyen en los apartados 2 y 3 del artículo 197 de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas pero, sobre todo, y este es el 
elemento interpretativo definitivo, porque el artículo 201 de la Ley, bajo la 
rúbrica de "especialidades del contrato para trabajos específicos y concretos 
no habituales" se refiere, en su apartado 4, a supuestos de gran semejanza 
a los de los contratos que ahora se trata de celebrar y, aunque no concurran 
los requisitos que el citado artículo 201.4 establece para que a estos 
contratos no les sean de aplicación las disposiciones de la Ley, si constituye 
un elemento interpretativo para fundamentar que los contratos que se 
refieren a actividades docentes o relacionadas con la docencia constituyen 
uno de los supuestos, quizá el único, de contratos de trabajos específicos y 



 

 

 
   

 
  

 

 

 

 
 
 

  
  

  
   

 

   
 

 

   

 

 

    

 

 

  

  

   

   

  
      

  
 

concretos no habituales a que se refiere el artículo 197.4 de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, sin que puedan ser encajados 
en los de consultoría y asistencia y de servicios a que hacen referencia los 
apartados 2 y 3 del mencionado artículo". 

Por otra parte, el acuerdo de esta Junta Consultiva de 17 de marzo de 1999, por el que se 

sientan criterios para la inclusión en subgrupos de las actividades de empresas consultoras y 

de servicios, manifiesta: 

"En segundo lugar, enlazando con lo anterior, respecto a actividades 
consistentes en cursos de formación de personal que el Acuerdo de esta 
Junta de 10 de mayo de 1991, incluía en el grupo III, subgrupo 3, que a partir 
de 1 de enero de 1998, no pueden ser objeto de clasificación, dado que 
estas actividades como actividades docentes deben considerarse objeto de 
los contratos de trabajos específicos y concretos no habituales según resulta 
del artículo 201 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas o, 
en último caso, de consultoría y asistencia dado la significación que el 
predominio de las prestaciones de carácter intelectual para su definición 
resalta el artículo 197.2.b), cuarto guión, de la propia Ley, por lo que, a partir 
de la misma fecha, en esta consideración, no resulta tampoco exigible 
clasificación". 

Por ello, la única cuestión que se suscita en el presente expediente, ya que la consulta se 

refiere al período anterior a la entrada en vigor de la Ley 53/1999, de 28 de diciembre, 

consiste en determinar si existen argumentos que puedan desvirtuar las conclusiones 

expresadas en nuestro anterior informe y en el referido acuerdo o, por el contrario, deben ser 

ratificadas en el presente. 

2. La reforma llevada a cabo en el texto de la Ley de Contratos de las Administraciones 

Públicas por la Ley 53/1999, de 28 de diciembre, posteriormente incorporada al Texto 

Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, justifica el 

razonamiento anterior, ya que al suprimir los contratos de trabajos específicos y concretos no 

habituales, por la razón de que, por su objeto, podían ser incluidos en los de consultoría y 

asistencia, menciona, entre los posibles objetos de estos últimos, en el artículo 196.2,b), 41 

"cualesquiera otras prestaciones directa o indirectamente relacionadas con las anteriores y 
en las que también predominen las de carácter intelectual, en particular los contratos que la 
Administración celebre con profesionales, en función de su titulación académica, así como 
los contratos para el desarrollo de actividades de formación de personas de las 
Administraciones Públicas". 



 

 

   

 

 

 

 

    

 

   

 

    

 

 

  

   

      

  

    

 

  

  

 

 

 

 

 

   

 

 

 

 

Al regular también la Ley en el artículo 200 el régimen de contratación para actividades 

docentes viene a demostrar que estas actividades ahora incluidas como objeto de los 

contratos de consultoría y asistencia proceden de los desaparecidos contratos de trabajos 

específicos y concretos no habituales por lo que, por esta razón, procede confirmar los 

criterios del informe de esta Junta de 18 de diciembre de 1996 ratificados en el acuerdo de 

17 de marzo de 1999, siempre que tales actividades correspondan a finalidades de la 

competencia propia derivada de las funciones encomendadas al órgano de contratación, toda 

vez que si no responden a tal referencia habrá que determinar si se cumplen el requisito que 

hace posible la adjudicación de un contrato de consultoría y asistencia o de servicios que se 

expresa en el artículo 202.1 de la Ley como es que se traten de prestaciones propias al 

órgano de contratación justificadas por la insuficiencia, la falta de adecuación o la 

conveniencia de no ampliación de los medios personales y materiales con que cuenta la 

Administración para cubrir las necesidades que trata de satisfacer. 

3. Por último hay que hacer una alusión al argumento del escrito de consulta de que los 

contratos de que se trate son habituales y no excepcionales para el Instituto Social de la 

Marina y, por tanto, en el régimen anterior no podrán considerarse contratos de trabajos 

específicos y concretos no habituales a lo que procede contrargumentar que la circunstancia 

de no habitualidad, aparte de figurar solo en el título de estos contratos y no formar parte de 

su contenido intrínseco ha de predicare con carácter general y objetivo para todas las 

Administraciones y Entidades sujetas a la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 

sin que quepa admitir como se plantea en el escrito de consulta que un mismo tipo de 

contrato con las mismas características pueda ser configurado de manera distinta para cada 

una de las Administraciones y Entidades según que para unas pueda considerarse habitual y 

no excepcional y para otras no revista de tal carácter. 

 CONCONCONCONCCCCLULULULUSISISISIÓÓÓÓN.N.N.N. 

Por lo expuesto la Junta Consultiva de Contratación Administrativa entiende que, reiterando 

los criterios de anteriores informes, los contratos que tienen por objeto actividades docentes 

o que hacen referencia a la docencia, como son los contratos para impartir enseñanzas de 

patrón de pesca propias de la competencia del Instituto Social de la Marina, debían 

considerarse contratos de trabajos específicos y concretos no habituales, con anterioridad a 

la entrada en vigor de la Ley 53/1999, de 28 de diciembre, y hoy, de conformidad con la 

legislación vigente, deben conceptuarse como contratos de consultoría y asistencia. 
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